UNIDAD 6

LOS DERECHOS DE REMUNERACIÓN


La LPI en la Sección III incluye lo que titula como “ Otros Derechos”, que vienen a sumarse a  los  estudiados anteriormente: Derechos Morales y Derechos de Explotación. Estos derechos se regulan en los Arts. 24 y 25 de la LPI y, al igual que los derechos de explotación, también tienen contenido económico. Incluidos en este enunciado de “Otros Derechos”  están  el Derecho de participación en la reventa de obras de arte y el llamado Derecho de remuneración por uso de copia privada.

6.1 DERECHO DE PARTICIPACIÓN EN LA REVENTA DE OBRAS DE ARTE. 


Este derecho se introduce en nuestro sistema legislativo por vez primera con la Ley de 1987 y hay que decir que ha sido un derecho muy controvertido y, hasta hoy, de difícil aplicación por la reticencia que despertó en  los sectores afectados. Trae su origen del “droit de suite” francés, por eso se le conoce también con el nombre de derecho de seguimiento, por traducción literal del término francés internacionalmente reconocido.

Vamos a ver en qué consiste, según la LPI:

Sección 3.ª

Otros derechos
Art. 24. Derecho de participación.-

1. Los autores de obras de artes plásticas tendrán derecho a percibir del vendedor una participación en el precio de toda reventa que de las mismas se realice en pública subasta, en establecimiento mercantil, o con la intervención de un comerciante o agente mercantil.

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior las obras de artes aplicadas.

2. La mencionada participación de los autores será del 3 por 100 del precio de la reventa, y nacerá el derecho a percibir aquélla cuando dicho precio sea igual o superior a 300.000 pesetas por obra vendida o conjunto que pueda tener carácter unitario.

Esta es la redacción vigente que se introdujo en el año 1992, los artistas plásticos, y no los de artes aplicadas, tienen derecho a participar en el precio de reventa (segunda y sucesivas ventas) de sus obras y esta participación se ha fijado en nuestro país en un 3% del precio de reventa cuando el precio fijado sea igual o superior a 300.000 Ptas. (se le denomina precio umbral).

El origen del reconocimiento de este derecho se encuentra en una ley francesa de 20 de  mayo de  1920, coincidente con la especulación y desarrollo del mercado del arte, la justificación que impulsó al legislador francés, fue  la imagen del artista de mediados del Siglo  XIX en el París impresionista, contemplando las cifras astronómicas de cotización de sus obras de juventud vendidas a precios irrisorios, que producían unas plusvalías a las que el artista permanecía ajeno. Algunos autores han dicho que tendría un “origen sentimental“ y de ”asistencia social“

La realidad del mercado actual, en cierto modo, es diferente: los artistas que explotan su obra en el mercado secundario (segundas y posteriores ventas) no suelen ser los más necesitados de protección, sino los de mayor cotización en este mercado. VEGAP  en el famoso “Manifiesto de Zaragoza” solicitó la rebaja de este precio umbral para que pudieran beneficiarse los artistas jóvenes, que en la mayoría de los casos, su cotización económica en el mercado es inferior a este precio umbral.

Los fundamentos  de este  derecho de autor específico del artista plástico encuentran su justificación en lo ya comentado: el principio de unicidad de la obra de arte y el derecho de distribución que se agota con la primera venta -frente a los músicos y escritores, que pueden reeditar su obra y seguir obteniendo rendimientos económicos de su creación mediante sucesivas ventas- y considerando, además, que la utilización en el mercado secundario de las obras de arte (postales, tarjetas, carteles, camisetas, material de merchandising), hasta época muy reciente ha sido escasa  y de insignificante valor económico comparado con la venta de obra original. La justificación del derecho sería una fórmula buscada para compensar al artista por la particularidad de su obra  única y para poder participar en el beneficio que su obra genera en el mercado del arte.


¿Cuándo y  quién tiene que pagar éste derecho?. En nuestra LPI se regula  en el Art. 24 como sigue:

4. Los subastadores, titulares de establecimientos mercantiles, o agentes mercantiles que hayan intervenido en la reventa deberán notificarla a la entidad de gestión correspondiente o, en su caso, al autor o sus derechohabientes, en el plazo de dos meses, y facilitarán la documentación necesaria para la práctica de la correspondiente liquidación. Asimismo, cuando actúen por cuenta o encargo del vendedor, responderán solidariamente con éste del pago del derecho, a cuyo efecto retendrán del precio la participación que proceda. En todo caso, se considerarán depositarios del importe de dicha participación.

5. La acción para hacer efectivo el derecho ante los mencionados subastadores, titulares de establecimientos mercantiles, comerciantes y agentes, prescribirá a los tres años de la notificación de la reventa. Transcurrido dicho plazo sin que el importe de la participación del autor hubiera sido objeto de reclamación, se procederá al ingreso del mismo en el Fondo de Ayuda a las Bellas Artes, que reglamentariamente se establezca y regule.
El derecho de participación  debe pagarlo el vendedor, pero son las Salas de subastas, las Galerías de Arte y los marchantes los obligados a comunicarlo al artista y a hacer efectivo este pago, ya que dice la Ley que se les considerará depositarios del importe de la participación. En los casos en que actúen por cuenta del vendedor, responderán del pago junto con el vendedor. Si el artista no reclama su derecho en el plazo de tres años desde que se le notifique la reventa, se entenderá que su derecho ha prescrito. La LPI ha previsto que se creará un Fondo de Ayuda a las Bellas Artes donde se ingresarán estos derechos de participación que el artista no haya reclamado en estos tres años, Fondo cuya efectividad es cuestionada por los autores.

Expuesta la regulación legal en nuestro país veamos cuáles son las dificultades de su realización y la polémica:
· En la actualidad no es un derecho recogido unánimemente en las legislaciones de derechos de autor y, ésta es la principal dificultad; pero, además, las diferencias de regulación son variadas: en cuanto al tipo de venta sobre las que se aplica, en cuanto a los plazos, en cuanto al porcentaje (España tiene el más bajo de los Europeos). A fecha de hoy, es un derecho que no se ha armonizado para los países miembros de la UE., Alemania incorporó el derecho en 1965, España en 1987, en la actualidad Países tan importantes en el Mercado del Arte como Reino Unido, Holanda, no tienen reconocido este derecho, tampoco Irlanda y  Grecia. A nadie se le escapa que Londres y Amsterdam son las dos ciudades donde las Salas de Subastas Internacionales desvían el mercado de arte en Europa, y precisamente, en esos países no se paga derecho de participación. Pero tampoco en Japón y Nueva York (sí en el Estado de California), precisamente Nueva York y Kioto son otras dos plazas fuertes en el tráfico internacional del Mercado. Existe una Sentencia favorable al derecho de participación que se dictó por un  Tribunal Británico  en el caso de la reclamación de este derecho por la viuda del artista alemán JOSEPH BEUYS, contra una Sala de Subastas Londinense. 

· El Catedrático de la Universidad de Barcelona Ramón CASAS VALLÉS en su Ponencia “ El derecho de participación de los artistas plásticos (Droit de Suite) en la LPI: bases teóricas”
 sintetiza los  argumentos esgrimidos por los detractores de este derecho :

1.- Que se trata de un derecho impracticable.  ¿Cómo puede el artista seguir su obra y reclamar la participación?, ¿Cómo reunir los datos necesarios para calcular la plusvalía real del vendedor?. 

R. CASAS opina que estos obstáculos no son insalvables si se opta por un sistema precio con un umbral razonable y, sobre todo, con una gestión colectiva (a través de las Redes Internacionales de Entidades de Gestión de Derechos) y confirma que así lo demuestra la experiencia de Francia, Bélgica, Alemania y España. 

A este respecto JAVIER GUTIERREZ VICÉN, Gerente de  VEGAP, en su Ponencia “Problemas práctico del Droit de Suite en España“
 apunta igualmente este problema:

· dado que el autor no tiene la facultad de autorizar o desautorizar la reventa de sus obras, escapa de su control o del de las entidades de gestión colectiva, 

· debiendo desarrollar, además,  la vigilancia de acuerdo con la información que genera el propio mercado y dice que “ El mercado de arte no puede decirse que sea totalmente transparente y ello, naturalmente dificulta la gestión" . 

En la práctica inspectores de VEGAP participan en las sesiones en que se subastan obras protegidas. La información la proporciona los propios catálogos, editados por las Salas de Subasta. El sector de las Galerías presenta más dificultades pero VEGAP tiene suscritos Convenios con las Asociaciones existentes de Galeristas para facilitar la recaudación de este derecho en ese sector, que sin embargo, es el que presenta mayores dificultades. 

2.- Escasa rentabilidad cualitativa y cuantitativa: su utilidad, aunque se consiguiera llevar a la práctica, sería inexistente o despreciable, ya que sólo beneficiaría a una minoría  y precisamente a los menos necesitados  (la mayor parte de los artistas no tiene, ni tendrá, un mercado secundario).

Pero, por ello ¿queda desautorizado el derecho de participación?. Como dice Casas, no, al tratarse de una manifestación de la propiedad intelectual. Pensamos que igual ocurre en otros sectores, y no por eso se desautorizan los derechos de los otros autores, es el veredicto del mercado, sin que deba causar escándalo, sigue diciendo, que los mejores ganen más.

3.- Tiene este derecho efectos contraproducentes en el mercado artístico:

· Empezando por los propios artistas, porque provoca la fuga  del mercado secundario a los países en los que no existe el derecho, 

· y en segundo lugar porque provoca que los compradores orienten sus inversiones hacia otros bienes (muebles antiguos o piezas arqueológicas u obras plásticas antiguas ,...) que no tengan derecho de autor. 

Las opiniones al respecto son variadas y no siempre confirman este argumento. 

· VEGAP , como Entidad de Gestión es clara defensora de la aplicación de este derecho y así el Gerente de dicha Entidad en la Ponencia citada  destacaba que ..” La importancia que tiene el derecho de participación para las artes plásticas no estriba, únicamente, en los rendimientos económicos que la institución pueda producir a los autores, con ser ésta una cuestión importante. Considero que el énfasis ha de ponerse en el hecho de  que con el reconocimiento del derecho de participación, se completa un círculo cuya función es la de igualar a los autores de las obras plásticas con los restantes creadores”.

Y añade que el papel que el derecho de participación cumple, no es solamente el de equilibrar una descompensación individual, también tiene una función social “Se trata de ponerle un rostro humano a un mercado, el del arte, que dejado a su propia suerte girará inevitablemente en una única dirección: la de la consideración de la obra de arte como una joya, como un bien escaso y como tal, sometido a la especulación económica. En lugar de ser valorado como una fuente más de la creación humana que se plasma sobre un soporte material único. “

“ Mediante la protección del derecho de participación, se refuerzan dos aspectos fundamentales del derecho de autor: su misión de preservar el humanismo en la cultura, razón de ser del derecho moral de los autores y por otra parte su función, de garantizar a los autores plásticos, su legítimo derecho a seguir el éxito de sus obras “ 

· Otra dificultad es que en este derecho rige el principio que se denomina de reciprocidad material, que en la práctica quiere decir que en España este derecho sólo puede desarrollarse a favor de artistas españoles  y de aquellos extranjeros pertenecientes a países donde un español pudiera reclamar este derecho. ( Yo País doy protección a tus ciudadanos si Tú País das protección a los míos), lo cual supone problemas de contenido práctico para la aplicación del derecho.


Por último hacemos referencia a las CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO Y SU DURACIÓN, que se recoge en el apartado  3 del Art. 24 de la LPI

3. El derecho establecido en el apartado 1 de este artículo es irrenunciable, se transmitirá únicamente por sucesión «mortis causa» y se extinguirá transcurridos setenta años a contar desde el 1 de enero del año siguiente a aquél en que se produjo la muerte o la declaración de fallecimiento del autor.


Al igual que en el caso de los derechos morales se trata de un derecho irrenunciable, para evitar que se puedan ejercer presiones al autor que le impidan ejercer este derecho y se transmite al fallecimiento a sus herederos (primeros y sucesivos), con el límite establecido de 70 años desde el día 1 de enero del año siguiente. 


Queda hacer referencia a la PROPUESTA DE DIRECTIVA DEL PARLAMENTO EUROPEO y del Consejo relativa al Derecho de Participación en Beneficio del Autor de una obra de Arte Original [COM(96)97. Se trata tan sólo de una Propuesta, y existen importantes discrepancias  entre los países para su aprobación como Directiva, principalmente por los países que no tiene reconocido este derecho, Reino Unido principalmente

      En la Exposición de Motivos de la Propuesta, se destaca: 

·  La necesidad de una regulación homogénea dentro de la UE, que evite los obstáculos a la libre circulación de mercancías y elimine los facto​res que falsean la competencia; 

·  Se señala que la simple armonización en ma​teria fiscal (IVA) —ya realizada— no es suficiente. 

·  Se alude asimismo a la doctrina sentada por el Tribunal de Justicia en el caso PHIL COLLINS , que impide, dentro de la CEE, aplicar la regla de reciprocidad del Convenio de Berna, que permitía a las normativas na​cionales no otorgar el derecho a nacionales de países que no estableciesen igualmente el derecho en favor de sus nacionales. 

· En cuan​to a la naturaleza y fundamento del derecho, se señala expresamente que es par​te de los derechos de auto; y que «tiende a reestablecer un equilibrio entre la situación económica de los autores y la de otros creadores que se benefician de la explotación sucesiva de sus obras»

En cuanto al articulado de la Propuesta, recoge un droit de suite básica​mente similar al regulado en el artículo 24 de la LPI, es decir, similar igualmente al derecho tal como se regula en Alemania o Francia. Hacemos referencia a aquellos aspectos, que tendrían que reformarse en la LPI, en caso de aprobación de la Directiva

a) El objeto del derecho se amplía: el Art. 2.”: «Obras de arte a que se refiere el derecho de participación. A efectos de la presente Directiva, se entenderá por obra de arte original los manuscritos y obras de  artes plásticas tales como los cuadros, colages, pinturas, dibujos, grabados, estampas, litografías, esculturas, tapicerías, cerámicas y fotografías, siempre que éstas constituyan creaciones ejecutadas íntegramente por el artista o se trate de ejemplares considerados como obras de originales según los usos de la profesión en la Comunidad.»
b) Se tendría que bajar la base que permite aplicar el derecho: la Directiva  faculta a los Estados miembros a establecer un umbral nacional inferior (art. 3.2º) —de hecho, el único país que tendría que alterar sustancialmente su base (300.000 pesetas) es España—; la armonización establece, por tanto la posi​bilidad de divergencias en este punto, pero impone una base mínima de 1.000 ecus (aproximadamente unas 160.000 pesetas), a partir de la cual se aplica el droit de suite.

  c) Se tendría que alterar también el porcentaje a aplicar sobre la base y se sustituiría la aplicación de un tipo fijo por un tipo en tres tramos. España tiene un tipo fijo del 3 por 100, la  Propuesta establece:

· el 4 por 100 sobre los precios entre 1.000 y 50.000 ecus (las ventas de obras de menor precio: hasta 8.000.000 de pesetas aproximadamente)

·  el 3 por 100 en el tramo siguiente, hasta 250.000 ecus (40.000.000 de pesetas  aproximadamente); 

· y el 2 por 100 a partir de esa cantidad. 

· Puesto que no se dice nada al respecto, parece que respecto de precios inferiores a la «base mínima europea» (1.000 ecus) el porcentaje lo decide el país que lo establece.

· Tanto la base o umbral mínimo, como los tipos o porcentajes serían objeto de control, informe y posible propuesta de revisión cada cinco años (empe​zando a más tardar el 1 de enero de 2004), por parte de la Comisión. 

d) Por lo demás, la Propuesta no alteraría sustancialmente la regulación española es un derecho inalienable, que se concreta en un porcentaje sobre el un precio de venta, tras la primera cesión realizada por el autor, se excluyen las obras de artes aplicadas, se deja a los Estados  la decisión sobre la gestión colectiva de los importes.
e) Igualmente debe interpretarse que la exclusión de «las transacciones efec​tuadas por particulares que actúen como tales» (exige que actúen di​rectamente y sin la mediación de profesionales, por lo que no se alteraría la aplicación del derecho tal como se recoge en el artículo 24.1 de la LPI .
ULTIMA HORA.- En fecha 13 de octubre de 2001 se ha publicado en el Diario de la CEE la aprobación de la DIRECTIVA 2001/84 del Parlamento y del Consejo del 27 de septiembre de 2001 relativa al derecho de participación en beneficio de una obra de artes plásticas.

6.2  DERECHO DE REMUNERACION POR UTILIZACION DE COPIA PRIVADA


Sin duda es este uno de los derechos que la LPI reconoce que  mayor polémica ha generado en nuestro País desde su introducción por la LPI de 1987. 

La redacción actual,  en la LPI vigente, proviene de una Ley que modificó su anterior redacción en el año 1992 y además ha sido uno de los caballos de batalla en la aprobación de la DIRECTIVA 2000 que supone una nueva modificación que tendrán que aplicar los Estados en el plazo fijado de 18 meses. 

Veamos el por qué de tanta polémica y la repercusión de este derecho para los creadores y también para los usuarios.


El derecho de remuneración por copia privada se regula de manera extensa y compleja en el artículo 25 de la Ley y vamos a centrarnos en aquellos aspectos que tienen más importancia en el sector que estamos analizando.


El origen de este derecho trae su causa de uno de los límites que la Ley establece en el Art. 31.2,  el cual autoriza a reproducir, sin autorización del autor, las obras que hayan sido divulgadas  para uso privado del copista, es decir para uso estrictamente privado del que realiza la copia, siempre que la copia no sea objeto de utilización colectiva ni lucrativa. La campaña de publicidad  que inició la SGAE en diversos medios de comunicación contra la adquisición  de CDs de música piratas, no se hallaría en este caso, ya que existe  interés económico y se distribuye mediante venta de ejemplares al público, lo cual constituye un delito de infracción de derechos de propiedad  intelectual.


El Art. 25 establece que los autores de obras publicadas en forma de libro o publicaciones asimiladas, así como de fonogramas, videogramas o de otros soportes sonoros, visuales o audiovisuales; juntamente con los editores o productores de dichas obras; y con los artistas, intérpretes y ejecutantes, cuyas actuaciones se hallen fijadas en las mismas, tendrán derecho a participar en una remuneración compensatoria por las reproducciones de tales obras,  que se realicen exclusivamente para uso privado  y mediante aparatos técnicos no tipográficos.


El derecho supone una compensación a los autores, artistas, editores y productores, que no pueden prohibir la reproducción de sus obras que se hace por los usuarios, público en general  en el ámbito privado, y para compensar la pérdida de sus derechos de autor se establece esta remuneración, a la cual se le ha denominado “el canon de la discordia”. No es aplicable a los programas de ordenador.

Están obligados a pagar esa remuneración o compensación los fabricantes en España y los adquirientes (importadores), fuera del territorio español,  para su distribución comercial o utilización  de equipos, aparatos y materiales o soportes que permitan la reproducción bajo dichas modalidades. 

Los beneficiarios o acreedores son los autores, editores, productores de fonogramas y videogramas y los artistas ó intérpretes (actores y actrices) cuyas actuaciones se hayan fijado en dichos soportes. 

Los artistas plásticos ó creadores visuales, junto con los escritores y editores de las obras publicadas en forma de libro o similares, son acreedores porque sus obras de creación visual son susceptibles de reproducirse mediante aparatos no tipográficos, principalmente a través de las fotocopias, tradicionalmente, y, ahora cada vez más, a través de las descargas de imágenes de Internet, y mediante los reproductores de CD.

Es el único derecho de autor en nuestra legislación que es de gestión colectiva, es decir, que se hace efectivo a través de las Entidades de Gestión de Derechos de Autor que en el caso de los creadores visuales es VEGAP y en el caso de escritores y editores CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos). 

Ésta última entidad está llevando a cabo una importante campaña de sensibilización en el asunto que nos afecta a todos en lo relativo al uso de las fotocopias. CEDRO persigue proteger los derechos de autores y editores de obra impresa tanto en los formatos analógico y digital, en cualquier soporte y en cualquier forma de presentación tanto se trate de publicaciones unitarias ó periódicas ó textos electrónicos on- line/ off- line. Según los datos de esta Entidad se calcula que las páginas fotocopiadas en cómputo total se fija en 26.000 millones, de los cuales a la reprografía ilegal corresponderían   21.188 millones de páginas fotocopiadas no sujetas a la protección del derecho de autor, frente a 4.812 millones de páginas protegidas. . 

Una de las cuestiones que crea más confusión, entre los usuarios y principalmente entre los  estudiantes, es el hecho de porqué -a pesar de esta compensación, remuneración o canon en las copisterías o empresas de  reprografía- no está permitido fotocopiar libros  con texto o con imágenes. La respuesta es que en este tipo de empresas existe ánimo de lucro y no se puede enmarcar en el ámbito de la copia privada, pues se trata de una actividad empresarial realizada en dicho ámbito y  la copia  privada ampara únicamente aquella que es realizada por el usuario  para su uso  privado. 

Tradicionalmente al introducir este derecho en la Ley de 1987, la reproducción más habitual era la de libros y publicaciones mediante fotocopias (que incluía a  autores literarios, artistas plásticos y editores), la de películas y obras audiovisulaes mediante el vídeo y la de las obras de contenido musical a través de aparatos de audio. Lo cual implicaba que para uso privado del copista, del consumidor ó usuario de estos productos, era lícita grabar una película de la tele y verla en el ámbito privado, grabar música de la radio ó de una cinta de cassette (los CD prácticamente no se comercializaban en dicha fecha  y tampoco los aparatos reproductores) y escucharla en el ámbito privado, así como fotocopiar en una fotocopiadora privada parte de un libro que contuviera texto ó imágenes para su uso personal y privado (el escanner tampoco estaba extendido en esa fecha). 

En la actualidad, en la sociedad de la información y en la era digital, las cosas han cambiado sensiblemente y las posibilidades digitales de reproducción de obras se han ampliado y se ampliarán vertiginosamente. La obra multimedia puede contener música, texto, imagen , etc.., los soportes se han diversificado, los aparatos reproductores igualmente, Internet permite acceder a multitud de obras de autor y realizar reproducciones variadas y de buena calidad, la tecnología  ofrece nuevas y heterogéneas posibilidades. Las circunstancias que tuvo en cuenta el legislador se han modificado y se modificarán.

 ¿Cómo se puede equilibrar el derecho de los autores, editores, productores y artistas y a la vez el derecho de los usuarios, destacando la utilización en el mundo de la enseñanza y la formación?.

CEDRO (Entidad de autores y editores) informaba, en su Boletín Informativo número 23 de marzo/abril de 2001, de la política de Convenios que ha ido suscribiendo con las Universidades del País en su labor de propiciar el respeto a los derechos de autor en la Universidad y, a su vez, conciliar los derechos de los autores y editores con las necesidades de las Comunidades educativas.

La Carta Magna de las Universidades Europeas afirma que estas Instituciones “producen y transmiten la cultura por medio de la investigación y la enseñanza”. Las actividades de enseñanza, aprendizaje e investigación que se desarrollan en la Universidad suponen la generación de nuevas producciones creativas y de los correspondientes derechos de propiedad intelectual.

Muchos profesores e investigadores uni​versitarios son autores, y las universidades cuentan con sus propios servicios editoriales. CEDRO, como entidad de gestión colectiva de derechos de autor, defiende sus intereses en el ámbito de la reproducción.

Por otra parte, las universidades y, en general, la totalidad de los centros educativos  basan su actividad en un manejo e intercambio conti​nuo de información y documentación, “instru​mentos fundamentales”, como reza la Carta, “para un progreso continuo de los conoci​mientos”. Así, entre los medios utilizados para acceder a la información que requieren, los miembros de la comunidad universitaria y educativa  ha​cen uso de las fotocopias, en algunos casos de obras protegidas por el Derecho de Autor, En España, según el último estudio que realizó esta  Entidad, en el ámbito universitario se reproducen cada año 579 millones de pá​ginas de obras protegidas, lo que constituye el 12 por ciento del total de páginas fotoco​piadas en nuestro país.

CEDRO pretende conseguir un compromiso expreso de los Órganos de Gobierno de las Universidades con un uso de la fotocopia de obras protegi​das ajustado a la Ley. Este hecho representa un punto de partida decisivo para conseguir el pleno res​peto de los derechos de autor en la comuni​dad universitaria.

Esta fue la finalidad que perseguía la firma, en 1998, de un Convenio Marco con la Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas (CRUE). Desde entonces han  sus​crito este acuerdo 23 universidades.

También, los servicios de reprografía de 22 Universidades y los de distintas Facultades de otras 14 cuentan ya con la licencio de CEDRO que autoriza las reproducciones de las obras de su repertorio con determinadas condicio​nes.

La autorización, además de otorgarse a cambio de una remuneración económica, que posteriormente es distribuida entre sus legítimos titulares de derechos, limita los actos de reproducción. En concreto, se autoriza  la fo​tocopia de hasta un 10 por ciento de cual​quier publicación y se puede fotocopiar una misma obra o fragmento en cantidad que no exceda de las necesidades del profesor y alumnos de una clase, como consecuencia de un mismo encargo. Pero no se pueden fo​tocopiar obras de un solo uso: manuales de ejercicios, partituras, portadas de obras sono​ras y audiovisuales o manuales de ordenador. Tampoco autoriza la reproducción de fotografías, dibujos, grabados, ilustraciones o cualquier otra obra plástica.

CEDRO pretende ampliar estos acuerdos y llevar a cabo una campaña dirigida a profesores y responsables de la enseñanza no universitaria, para concienciar de la necesidad de que en los ámbitos docentes se haga un uso responsable y legal de las fotocopias de obras protegidas por el Derecho de Autor, con el fin de contribuir al correcto desarrollo de la creación intelectual en los centros y, a su vez, facilitar la transmisión de información y cultura y el acceso a ella.

Es  indudable que en dichos acuerdos deben contemplarse las necesidades de la comunidad educativa y las peculiaridades de los Centros. Las Escuelas de Arte y Diseño, por sus propias características, entendemos que merecen una licencia de autorización distinta, dado que, en multitud de ocasiones, la propia actividad docente requiere el intercambio de imágenes, fotografías e ilustraciones. La licencia general de CEDRO no contempla estas especialidades y alumnado y profesorado sufren las consecuencias de  estas limitaciones. El debate e intercambio de opiniones es importante. 

¿Cómo se han regulado estas compensaciones económicas o derecho de remuneración por uso de copia privada?.El Art. 25.5 de la LPI. establece: 

5. El importe de la remuneración que deberá satisfacer cada deudor será el resultante de la aplicación de las siguientes cantidades:

a) Equipos o aparatos de reproducción de libros:
1.° 7.500 pesetas por equipo o aparato con capacidad de copia de hasta nueve copias por minuto.

2.° 22.500 pesetas por equipo o aparato con capacidad de copia desde 10 hasta 29 copias por minuto.

3.° 30.000 pesetas por equipo o aparato con capacidad de copia desde 30 hasta 49 copias por minuto.

4.° 37.000 pesetas por equipo o aparato con capacidad de copia desde 50 copias por minuto en adelante.

b) Equipos o aparatos de reproducción de fonogramas: 100 pesetas por unidad de grabación.

c) Equipos o aparatos de reproducción de videogramas: 1.100 pesetas por unidad de grabación.
d) Materiales de reproducción sonora: 30 pesetas por hora de grabación o 0,50 pesetas por minuto de grabación.

e) Materiales de reproducción visual o audiovisual: 50 pesetas por hora de grabación o 0,833 pesetas por minuto de grabación.
La L.P.I. contempla excepciones en su apartado 6. :

6. Quedan exceptuados del pago de la remuneración:

a) Los productores de fonogramas o de videogramas y las entidades de radiodifusión, por los equipos aparatos o materiales destinados al uso de su actividad siempre que cuenten con la preceptiva autorización para llevar a efecto la correspondiente reproducción de obras, prestaciones artísticas, fonogramas o videogramas, según proceda, en el ejercicio de tal actividad, lo que deberán acreditar a los deudores y, en su caso, a sus responsables solidarios, mediante certificación de la entidad o entidades de gestión correspondientes, en el supuesto de adquirir los equipos, aparatos o materiales dentro del territorio español.
b) Las personas naturales que adquieran fuera del territorio español los referidos equipos, aparatos y materiales en régimen de viajeros y en una cantidad tal que permita presumir razonablemente que los destinarán al uso privado en dicho territorio.
La polémica y la discordia es consecuencia de la  trascendencia económica de este derecho de remuneración, que para los autores es una importante fuente de ingresos. En 1992, cuando se  debatió en el Parlamento la reforma de este derecho,  se calculaba que en el año anterior se habían dejado de percibir por parte de autores unos 25.000.000.000.- de pesetas.


La DIRECTIVA 2000 en su Art.  5 – Excepciones y Limitaciones –,  ha contemplado que los Estados puedan establecer excepciones o limitaciones al derecho de reproducción  en los siguientes casos :

Artículo 5.2.Los Estados miembros podrán establecer excepciones  limitaciones al derecho de reproducción contemplado en los siguientes casos:

 a)en relación con reproducciones sobre papel u otro soporte  similar en las que se utilice una técnica fotográfica de cualquier tipo u otro proceso con efectos similares, a excepción de las partituras, siempre que los titulares de los derecho reciban una compensación equitativa.

 b)en relación con reproducciones en cualquier soporte efectuadas por una persona física para uso privado y sin fines directa o indirectamente comerciales, siempre que los titulares de los derechos reciban una compensación equitativa, teniendo en cuenta si se aplican o no a la obra o prestación de que se trate las medidas tecnológicas contempladas en el artículo 6 (donde se imponen determinadas obligaciones relativas a medidas tecnológicas ).


Las Entidades de Gestión de Autores consideran que el texto final de esta Directiva  no ha asumido muchas de las peticiones y aspiraciones que los titulares de derechos habían expresado. Sobre todo en lo referente  a las excepciones expuestas de los derechos de autor y que dichas excepciones, en algunos casos, deterioran la posición de los autores europeos. A pesar de ello la Directiva deja abierta una puerta para que en el momento de su transposición al Ordenamiento Jurídico Nacional se pueda obtener la reducción de aquellas excepciones. 

El 13 de febrero de 2001 mediante un comunicado a diversos medios de comunicación, algunas asociaciones españolas, representantes de titulares de derechos de propiedad intelectual, expresaron su disconformidad al Texto de la Directiva. El manifiesto decía que si se aprobaban esas enmiendas, como así ha sido, se produciría “ una gravísima agresión a más de un millón de titulares de derechos de propiedad intelectual afincados en la UE”. Entre las enmiendas más criticadas en este comunicado se encuentra la que hemos reseñado que autoriza la reproducción por una persona física de archivos para uso privado. En el manifiesto se solicitaba que el texto dijera “para su uso privado”. El comunicado añadía que si nos se incluía esa matización, se otorgaba patente de corso a iniciativas como Napster y otros similares, al entender que los millones de particulares que intercambian archivos en la red lo hacen para uso privado. Tendremos que esperar para conocer como se lleva a cabo la transposición al derecho español y en que situación quedan las excepciones comentadas.
� Derechos del artista plástico. Coordinador de la obra donde se incluye la Ponencia citada: Alberto Bercovitz Rodríguez-Cano Ed. Aranzadi , Pamplona 1996


� Derechos del artista plástico. Coordinador de la obra donde se incluye la Ponencia citada: Alberto Bercovitz Rodríguez-Cano Ed. Aranzadi , Pamplona 1996





3
72

